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. Sala Segunda. Seirrencia 16411990. de 29 de oclubre.
Recurso de amparo 83011988. Contra Sentencias pe la
Audiencia Territorial de Barcelona, recaida en juicio espe­
cial de impugnación de Acuerdos de Sociedades Anónimas,

. y de la Sala Primera del Tribunal Supremo, desestimatoria
del recurso de casación in"terpuesto. Supuesta vulneración
del derecho a la tutela judicial efictiva: Exigencia de
autorización administrativa. para el ejercicio de acciones
judiciales por parte de las fundaciones. .

La Sala SeSUnda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Uorentc, Presidente; don Eugenio Díaz. Emit, don
Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo--Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
López, Ma¡istrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm..830/88, interpuesto por la ~ura.
dora de los Tribunales doña Beatriz ltuano Casanova, en nombre y
,reprele'Dtación de la Fundación Orbegozo Eizaguirre, contra la Sentencia
de la Sala Primera de lo Civil de la Audiencia Territorial de Barcelona

de fecha 20 de junio de 1986, recaída en juicio especial de impugnaéi6n
de acuerdos de Sociedades Anónimas, y contra la Sentencia de la Sala
Primera del Tribunal Supremo, de fecha 23 de marzo de 1988, que la
confmna en casación. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y Poriente el
Magistrado don Francisco Rubio Llorent.e, quien expresa el parecer de
la Sala.

I. Antecedentes

1. La Procuradora de los Tribunales doña Beatriz Ruano Casanova,
en nombre -y representación de la Fundación Faustino Or~ozo
Eizaguirre, mediante escrito presentado en el Juzgado de Guardia el
día 4 de mayo de 1988 y registrado en este Tribunal el día 6 del citado
mes, interpuso recurso de amparo contra Sentencia de la Sala Primera
de lo Civil de la Audiencia Territorial de Barcelona de fecha 20 de junio
de 1986, recaída en juicio especial de. impugnación de Acuerdos de
Sociedades Anónimas, y contra la Sentencia· de la Sala Primera del
Tribunal Supremo de fecha 23 de marzo de 1988, que desestima el
recurso de casación. -

2. Los hechos en que se basa la demanda de amparo son, en
síntesis, los siguientes:

A) La parte actara impugnó los Acuerdos de la Junta General
Extraordinaria de «Banco Unión, Sociedad Anónima», de fecha l de
octubre de 1983, que tenían por objeto ultimar la fusión de la
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mencionada Sociedad con el «Ilanco Urquijo. Sociedad Anónima». Para
ello promovió demanda de juicio especial sobre impu¡nac:i6n de
Acuerdos de las Sociedades Anónim"!l previsto en los arts. 67 Y
silUientes de la Ley de Régimen Jurídieo de Sociedades Anónimas
de 17 de julio de 1951. tramitado con el núm. 1.610/83-M en el
Juzgado de Primera Instancia núm. 13 de Ilan:o:lona. ' .

B) En dicho procedimiento se penonó, en su cualidad de deman­
dada, la entidad «1Ianco Unión. Sociedad Anónim.... formulando la
excepción perentoria de fálta de penanalidad de la pane demandante.
por carecer ésta de las cualidades necesarias para comparecer en juicio
al DO haber obtenido la· preceptiva autorización del Ministerio de la
Gobernación, tal y como exige la Instrucción de 14 de niarzo de 1899.

C) Tras ,la tramitación correspondiente se elevaron los autos, en
fecha 2 de febrero de 1985. a la Audiencia Tenitoria1 de Barcelona,
cuya Sala Primera de lo Civil. en Sentencia de 20 de junio de 1986.
estimó la excepción propuesta,. al considerar que el art. 7.4, en relación
con el art. 65 de la Instrucción de 14 de marzo de 1899. exi¡ia la
autorización gubernativa previa, a los l~timos re¡n:e5entantes de la
Fundación. para entablar demandas' judiciales, reqUIsito intep'lldor de
su capacidad procesal del que no se hallaba exceptuada la entidad
demandante y. por tanto. al careoer de dicha autori2ación se desestimó
la demanda sin entrar a conocer del fondo del asunto.

O) Contra 'esta Sentencia se interpuso recurso de casación ante la
, Sala Primera del Tribunal Supremo al amparo del núm. 5 del an. 1.692

de la L.E.C.. por considerar que la ....teIlcia de instancia in1i'iIWa 10
diSpuesto en los arts. 9.3 Y 24.1 de la C.E.. osi como por lío no
apllcación de los Ins. 37 y 38 del Código Civil, y en todo caSó por la
interpretación e",ónea del an. 7.4 de la Instrucción de 14 de marzo
de 1899 y la infracción del an. 65 de la citada norma.

E) La Sala Primera del' Tribunal ,Supremo, en Sentencia de
fecha 23 de marzo de 1988. desestimó el recul'110 de casación al
considerar. tras, una interpretación colliunta de los arts. 37 y 38 del
Código Civil yam. 7.4 y 6S de la inJUucción de 14 de marzo de 1899.
que la Fundación recurrente necesitaba autori2ación del Ministerio de la
Gobernación para poder ejercitar acciones judiciales, por lo que al
carecer de ésta concurria la excepción pérentoria apreciada en la
Sentencia de instanciL .

3. La entidad,demandante considera que las Sentencias menciona'
das vulneran el derecho fundamental de obteuer tutela judicial efectiva,

, recogido en el ano 24.1 de la Constitución. En ptjmer término. porque
el art. 7.4 de la Instrucción de 1899 dejaba a salvo de la autOl1ZllClón

. gubernativa a aquellas Fundaciones que estuviesen autorizadas por otro
titulo, como es el caso, a su juicio, de la entidad recurrente a tenor de

, lo dispuesto en la escritura limdacional aprobada en su dla por la
Administración. En segundo término. porque lo preceptuado en la

, citada Instrucción iria en contra de lo dispuestO en los arts. 37 y38 del
Código Civi~ que dotan. en principio, de una ""pacidad ilimitada a la
Fundación comO penana jurldicia.", '

En definitiva, la pane aetura allnna que la interpre1llCión realizada
por las Sentencias impuanadas, DO 0610'0$ contraria al ordenamiento
Juridico. sino que ademáI resttt... de forma inuonabl. la posibilidad

, de acceder a una decisión del fondo de la litis Y. por tanto. conculca el
derecho fundamental a obteuer lU(elll judicial eJectiva de los Tribunales
ordinarios de justicia. .

Por todo ello, suplica de este Tribunal se conceda el amparo
solicitado. declarúldooe la nu1idad de l. Sen1aDcias impugoadas y
retrotrayéndose las actuaciones al momento antoriDt de dietal'lle Senten­
cia por la Sala Primera de· lo Civil de la Audiencia Tenitoria1 de
Barcelona o subsidiariamente por la Sala Primera del Tribunal Supremo.
y en su lusar, se diete otra nueva en la que, reconoci~Ddose· la

,legitimación de la entidad· IeQIUreIltei le résuelvan las cuestiones
planteadas en la demanda de impu¡nactón de Acuerdos sociales.

4. P~ proVidencia de feclia 10 de octubre ~ 1988 se acordó
admitir a lJámite el ~1Il recurso de amparo. En él le penonó la
entidad «llaneo Ut:9"lio Unión, Sociedad An6aima». Una vez recibidas
las actuaciones judicial"" se ,BCOtld4 conoeder a las panes penonadas y
al Ministerio Fücal e11l1a%o comlln de veinte días al objetn de formular
las alegaciones que estImaJen peitinenies. de acuerdo con lo dispuesto
en tI In. 52.1 de la LOTe. '

S. La Fundación Faustiito <lrbegozo Eizaauirre. mediante escrito
de fecha 12 de abril de 1989, presentó alepciones en las que se
reiteraban las razones juridicas 'ya expuestas como fundemento de su
pretensión.

6. El «1Ianco Urquijo Unic$n, Sociédad Anónim.... formuló sus
alegaciones. en fecha 2S de abriI, por las que se oponla a la pretensión
de amparo suscitada; al, entender ,Que las sentencias impugoadas dieron
una respuesta 1U0nabie yl\iustallií al ordenamiento Juridico. sin que sea
posible. por vIa del recUI'110 de. amparo. revisar la interpretación y
aplicación que han realizado los Tribuna1es ordinarios, al ser esta una
cuestión de legalidad ordinaria,l\iena al derecho fundamental de tutela
judicial efectiva que ahora se debate. '

7. El Ministerio Fiscal., en trámite de alepciones. se opuso al
amparo solicitado. por enténder que las sentenCllS impusoadas proce-

dieron a un examen detenido y fundado en Derecho de la cuestión
relativa a la capacidad jurídica procesa1 de las fundaciones y en especial
de su capacidad para actuar en juicio. Asimismo,' entiende que no es
competencia del Tribunal Constitucional revisar la interpretación y
aplicación que los órganos judiciales hacen de las normas jurídicas para
precisar su contenido, por ser una materia de leaalidad ordinaria cuyo
examen C4)rresponde a aquéllos, con arreglo a fa dispuesto en la art.
117.3 de la Constitución. Concluye señalando que ambas resoluciones
judiciales han fundamentado jurídicamente y 1U0nado' de manera
pormenorizada su decisión. por lo que ninguna de ellas ha ,tratado de
lIDpedir el acceso ala entidad demandante a la jurisdicción. mediante
resolucióD ca,,rente de todo fundamento, y por tanto no puede.entenderse
vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva, consagrado en el an.
24.1 C.E. ' , '

8. Por providencia de fecha 9 de julio de 1990. eSle Tribunal acordó
unir a las actuaciones los escritos ·presentados y. señalar -el día 15 de
octubre de 1990 para la deliberaciÓn y votación del recUI'llO.

11. ~tos larfd1cos
l. La cuestión debatida se centra en determinar si las Sentencias

impugnadas, al admitir la excepción perentoria plaroeada -falta de
penonalidad de la Fundación demandante por carecer de la capacidad
procesal necesaria para comparecer en juicio, dado que no disponía de
la correspondiente autorizaciÓD ~tiva-, vulneran el derecho a
obtener tutela judicial efectiva consagrado en el an:~24.1-<Ie4J¡---

Constitución EsDañola. '
La entidad demandante entiende que la postura adoptada por los

órganos jurisdiccionales no sólo es contraria al ordenamiento juridico,
sino Q.ue acoge la interpretación más restrictiva y desfavorable de un
requiSito procesal que lmpide la efectividad del contenido normal del
derecho fIIndamental a la tutela Judicial efectiva. cual es el de entrar a
conocer el fondo de la litis SUSCltada.

2. El art. 24.1 de la Constitución Españoló establece el'derecho de
todas las penanas a obtener tutela' judicial efectiva de, Jueces y
Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legltimos. En
términos ,enerales, este derecho se satisface,tan,to cuando desarrollado
el .procedimiento se obtiene una sentencia, favorable o adversa a la
posición que 'tI demandante sostiene, Como, cUando, en la forma que
proceda, la demanda es inadmitida pór aplicación razonada de un
precepto legal. que no siendo en si mlirito contrario a la Constitución,
asHo imponga. El control de los preSupuestos procesales corresponde a
los Tribunales ordinarios, cuya aetuaeióBs6:lo puede ser controlada por
eSte Tribunal, como es obviq, desde). ~pectiva constitucional, esto
es, o por carecer de todajustificaciÓD razonable la limitación en el acceso
a la justicia que el precepto aplicado impone, o por haberse aplicado el
mismo de forma arbitraria o de acUerdo con una interpretación
puramente formalista que lo desviJlCll1*dnu finalidad propia, reducién­
dolo a forma vacia de sentido. En'este ....!ido. SSTC 37/1982.68/1983.
43/1984. 24/1987. 98/1988. 9911989 Y otras muchas. '

Es esta la doctrina a cuya luz .debe analiZarse la cuestión aquí
planteada. " ".. ' ,

3. La demanda no ililpull a las ..atellcias impugnadas la aplica­
ción no rarz:onada del precepto cuya aplicaciÓD condujo a la inadmisión
de su demanda. ni tal impuiació,; podrfa sostene.... a la vista de la
fundamentación de ambas, pues tanto en'. una como en, otra se
argumenta en detalle sobre la aplicabilidad al caso de los Ins. 7.4.· Y6S
de la Instrucción de 14 'de marzo de 1899. tanto en su relación con los
arts. 37,y 38 del Códi$o Civil, como en relación con las estipulaciones
de la escritura fitndaClOnal. '..' ,

TáJílpoco reprocha a las decisio,.. judiciales una aplicación en
extremo fermalista de las ci,,-,,~ ni tal reproche pudria ser
tomado en consideración. De lUía~ ílCJIque los preceptns aplicados
no establecen meros requlsitof_'"sitIO que definen lalegitima­
ción ,ad prccessum de las fitllIIIaci' ",' iltIli,' porque. habiéndose
hecho valer en la contestacill!:' a "," :tia excepción perentoria
deri,VIda de la falta de áut~li4I!tiniltriltiva. la recurrente en
amparo no rea1izó esfuerzo aisuDl> ... sublallar. siquiera fuese ad
cautelam. este defecto aparente dlfllJ '-"'"<1. aunque dispuso para
ello de) largo tiempo que transcutrió·entre, la fecha de presentación·de
la demanda (10 de noviembre ~ 11183) y la de la sentencia de la
Audiencia Territorial (20 de junio de 1986). Esta misma inactividad
invalida también los argumentos batad()S.CD _.dificu1tad o la imposibili­
dad de obtener la mencionaclt au~n·durante el plazo (cuarenta
dlas) de que se disponía ¡llIra=m',lade"llllda o en la «despropor-
ción» entre el defecto en cu n falla de la preceptiva autorización
administrativa) y la consecueilcia de él se hace depender.

En definitiva, y al ma.- dli prolijas consideraciones sobre la
inadecuada interpretación que los 'tribunal del orden civil han hecho de
los arts. 37 y 38 del CódillO CIvil. ¡¡ illduso de la escritura fundacional,
consideraciones que susCItan cup de mera legalidad ajenas a
nuestra jurisdicción, el alJUm,-,to ·.de la,demanda, aunque no se
lo presente desnudamente así, -es e 'de que la exipncia de autorización
administrativa para ejercer aecio", jIidlcial<;a que la Instrucción de
1899 impone a las fundaciones' es ~patiblecon el derecho a la tutela
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judicia1efectiva que ¡arantiza el arto 24.1 C.E. Y. en consecuericia~ han
de entenderse derOgadas por la Constitución. Este araumento carece. sin
embaJ¡o, de toda consistencia.

La necesidad de aut9rización administrativa no niep, en efecto, a las
fundaciones, el derecho· de acceso a la justici~ un derecho del que
nosotros bemos considerado titulares también a las peJ'SQoas jundicas en
senera! (SSTC 64/1988 y 99/1989 Y otras a1ü citadas) ... las que el
ordenamiento reconoce capacidad para ser ¡>arte en un proceso» (STC
64/1988, fundamento jurídico l."), ni de nlll¡1Ín modo condiciona ni
ümita su 1e¡itimación ad causam, que es aquélla respecto de la que
hemos dicho (STC 24/1987, que el actor cita en su demanda) 9ue debe
ser .interpretada siempre en términos amplios. Se reduce a hmitar o
condicionar su /egitimatio ad processum, y si. bien con ello restringe la
capacidad de actuación de estas instituciones. ni en la demanda ni en las
alepciones· J?Osteriores se ofrece razón alguna que permita sostener el
carlicter arbitrario o desproporcionado de tal restricción. No cabe
sostener desde luego, en modo aJauno, que esa restricción sea hoy
irrazonable por ser anacrónica, pues, tOrno recuerda el Tribunal
Supremo, esa. misma necesidad de autonzacióñ ha sido mantenida en
epocas lllás recientes tanto res~ de las fundaciones culturales
(Decreto de 21 de junio de 1972) cOmo de las sometidas a protectorado
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (Real Decreto de 8 de abril
de ¡985), Yexcluida esa razón, la demaoda no proporciona ninJlUna otra
que autonoe a considerarirrazonable o despropofCIonada una lImitación
cuya razón de ser evidente' se encuentra en la necesidad de proveer a la
Admipistración de los instrumentos necesarios para asegurar que las

29088 Sala Segunda. Sentencia 16$/1990, de 29 de octubre de
1990. Recurso de amparo 897/1988. Contra Sentencias del
Juzgado de 1nstrucción núm. 33 y de la Audiencia Provin­
cia! de Madrid. condenatorias por un dl/ito de conducción
/x¡jo la influencia de bebidils alcohólicas. Presunta vulnera­
cl6n del derecho a la presuncl6n de inocencia: actividad
probatoria,. ' .,

'La Sala Segunda del 'tribunal C~nstitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Llorente, Presidente¡ don Eugenio Díaz Eimil, don
Miauel Ródriguei-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de. lo" Mozos, don Alvaro Rodríauez Bereijo y don José Gabaldón
López, Magistrados, ha pronunfiado -

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 897/88, interp\lOSto por don An8e1
Manuel Tejeira Rodriguez, representado por el Procurador de los
Tribunales don Emilio Alvarez zancada y asistido del Letrado don
Carlos Ricardo Pineda Salido, contra las Sentencias dictadas por el
Juzpdo de Instrucción núm. 33 de los de Madrid, de 10 de noviembre
de 1987, y por la Sección Sl!ptima de la Audiencia Provincial de Madrid,
de 28 de marzo de 1988, por ser contrarias al derecho a la presunción
de inocencia. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el
Maaistrado don José Luis de los Mozos y de los Mozos, quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedent..

1. El Procurador de los Tribunales don Emilio Alvarez zaocada, en
nombre de don Angel Manuel Tejeira Rodri¡uez, presentó en el Registro
de este Tribunal el día 18 de mayo de 1988 demanda de amparo contra
la Sentencia de la Sección Sl!ptima de la Audiencia J'rovincial de
Madrid, de 28 de marzo de 1988, dictada en apelación y confirmando
la condena impuesta por el Juzaado de Instrucción núm. 33 de esta
capital, por vulnerar el 1111. 24.2 de la C.E. en relación con el 120, e
interesando, además, la suspensión de ejecución de la condena
impuesta.

2. Los hechos motivadores de Ja presente demanda son, en síntesis,
los siguientes:

a) En la madrugada del 26 de enero de 1987 el vehíCulo en el que
circulaba el recurrente colisionó con el taxi conducido por don Vicente
Serrano Bernardo. Personados losqentes de tráfico, a requerimiento de
éste, sin efectuar prueba alcoholommca, constataron el estado de
ebriedad del actor, .este hecho motivó la apenura de diligencias
judiciales.

Celd>rado ante el Juzgado de Instrucción núm. 33 de los de Madrid
el correspondiente juicio oral, el señor Tejeira fue condenado, por un
delito ele conducción bajo de inftuencia de bebidas· alcohólicas, a las
penas de 50.000 pesetas de multa, caD arresto sustitutorio de veinticinco
,días en caso de impago y a !JD ado de privación del permiso de conducir.

b) Contra esta resoluCl6n apeló el recurrente en amparo, basándose
en los siguientes motivos: 1.0, la declaración del taxista manifestando
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fundaciones no se desvían de los fines de interés público Q.ue según el
Códi40 Civil (art. 35, 1.~ les son propios. Como es eVidente, una
neptiva de la Administración a conCeder la autorización solicitada sí
podría ser lesiva del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
cuando resulte irrazonable o desproporcionada, pero la lesión será
imputable en este caso al uso que la Administración hace de la
habilitación legal, no a la nonna misma.

FALW

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por la Fundación Faustino Orbegozo
Eizaguirre. .. _

Puhüquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado•.

Dada en Madrid, a veintinueve de octubre de mil' novecientos
noventa.-Francisco Rubio Uorente.~Eugenio Díaz Eimil.-Miguel ~

Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-JOSl!. Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodriguez Bereijo.-José Oabaldón López.-Firmados y
rubricados.

que era él quien conducía -lo cual niep. el recurrente- se efectuó
exclusivamente durante la instrucción, no teniendo ocasión de interro­
gar '8. este testigo de cargo en el jui.cio oral; 2.°, los agentes municipales
que conéurrieron allupr del accidente declararon en el juicio oral que,
por llegar con posterioridad· a la colisión, desconocen quien conducía¡
3.°, la declaración en el juicio oral de la esposa del recurrente, manifestando
que era ella quien conducía y la de· otro testigo, en sentido similar.

cl La Sección ~ptima de la Audiencia Provincjal de Madrid
confirmó en la fecha indicada la Sentencia· recurrida en apelación por
estimar suficiente la declaraci6n en las diligencias del seftor Serrano en
el sentido de que era el recurrente quien conducía el vehícu:1o y que
estaba bebido; extremo este último que corroboran los agentes mumci­
pales.

3. La demanda se basa en que no se ha destruido ta afirmación
interina de inocencia contenida en la C.E. En efecto, la presunción de
inocencia exige para ser dettruida la existencia de una actividad
probatoria, aunque el juzpdor tieDe amplia libertad para valorar y
apreciar ese material probatorio, siendo numerosisimas las Sentencias y
Autos del Tribunal Constitucional que afirman que la presunción de
inocencia significa que toda condenaclebe ir precedida de una activid¡ld
probatoria, que se impide la condeu sin pruebas, que las pruebas
tenidas en cuenta han de ser ~es y ser constitucionalmente legítimas,
y que la carga de la actividad probatoria pesa sobre los acusadores, pues
no existe nunca carga del acusado sobre la prueba de su inocencia (STC
109/1986). ..

Por ello, un ptooeso de inferencia,de hechos, a partir de determinado
material probatorio, que resulta coAtrario a las reglas de razonamiento
humano, podrá ser peñectamente~do en vía de amparo constitu­
cional, como vulneración poIitiva del derecho a la presunción de
inocencia.

4. Por providencia de la SecciÓ!' Primera, de 4 de julio de 1988, se
puso de manifiesto al recurrente y ti Ministerio Fiscal, para que, en el
término de diez días, alegaran lo cíue tuvieren por conveniente y, en su
caso, se justificara, la posible &lta ele invocación del derecho presunta­
mente lesionado, tal como íml>Oneel art. 44.1, C), LOTe.

5. El 13 de julio, el Mini.erio 1'is<:aJ, a la vista de la copia de las
Sentencias impucnadas, considera .que· no se efectuó la preceptuada
invocación del derecho fundatnentll y que, por tanto, producida esa
omisión. la demanda no debería ser admitida a trámite.

6. Por su Rarte, el recurrellte, tr:es¡:¡ito presentado el 14 de julío
siguiente, mamfiesta que si efec#u6 .reiterada alegación. Adjunta copia
de su escrito de apelación en el que . sta la queja por la posible lesión
de su derecho a la presunción de inocencia. .

7. La Sección Primera, por~videnCia de 26 de septiembre,
acordó admitir el recurso a trátll·.·ite.. ,oo.nsecuencia, acordó dirigirse a
la Sección Séptima de la AUd~'cia'. vincial de Madrid y al Juzgado
de Instrucción núm. 33 de c:sta api para ~ue, en un plazo no superior
a diez días, remitiera a este 'F u Certificación o copia adverada de
las actuaciones relativas al sen recurso de amparo, debiendo el
Juzgado emplazar, previamentt, a uicnes, habiendo sido parte en el
procedimiento ordinario, quisieran mparecer en este de amparo.

8. Recibidas las actuaQones Ycupdo recibo de su recepción a los
órganos remitentes por proveído de 12 de diciembre de 1988, se acordó


